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Decreta:

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Articulo 1. Objetivo. El objeto de la presente ley es garantizar los Derechos Fundamentales a la vida, la integridad física y la dignidad humana, mediante la accesibilidad al Derecho a la salud de forma equitativa y con la calidad, de toda la población reclusa del territorio nacional.
Articulo 2. Presunción de fundamentalidad del Derecho a la salud. La fundamentalidad del derecho a la salud de toda la población reclusa, se presume, toda vez que por razón de la privación de la libertad, no se requiere probar conexidad entre la salud y la vida para reconocer el carácter fundamental del derecho a la salud.
Articulo 3. Obligación del Estado de constituir un sistema de seguridad social en salud. Es obligación del Estado constituir un sistema de seguridad social en salud, el cual sea propio de la población reclusa.

Que brinde Atención Integral en salud. Con las garantías del Sistema de Gestión de Calidad. 
Parágrafo. El Estado no puede oponer el argumento de falta de presupuesto para la  construcción de un sistema de seguridad social en salud propio de la población reclusa, toda vez que el Estado tiene la ineludible obligación de garantizar plenamente el Derecho a la salud de esta población.
Articulo 4. Deberes del Estado. En la búsqueda de la garantía y  el respeto del Derecho a la salud de la población reclusa el Estado cumplirá con los siguientes deberes:

Igualdad: El recluso que desea usar cualquiera de los bienes y servicios relacionados con la atención a la salud, debe tener la posibilidad de hacerlo en igualdad de condiciones respecto a las demás reclusos y dentro de las mayores facilidades  posibles.

Artículo 5. Principios. La garantía plena del derecho a la salud de la población reclusa a cargo del INPEC se regirá por los siguientes principios:

Principio de Universalidad. El Derecho a la salud cobija a toda la población reclusa a cargo del INPEC en el territorio de la Republica de Colombia

Principio de Gratuidad. El Estado garantizará el Derecho a la salud de manera efectiva y gratuita a toda la población reclusa a cargo del INPEC
Principio de Respeto a la Dignidad Humana. El Estado garantizará el respeto a la Dignidad Humana de la población reclusa a cargo del INPEC, así como a las garantías constitucionales y a los Derechos Humanos universalmente reconocidos. 

Principio de Equidad. Toda la población reclusa tendrá Derecho a la garantía y goce efectivo del Derecho a la salud en igualdad de condiciones y sin discriminación por su condición económica, cultural, de raza, orientación sexual o credo. 

Principio de Calidad. Es el conjunto de características de los bienes, servicios y condiciones que contribuyen a la vida sana y a la atención integral.
Principio de Accesibilidad. El Estado garantizará a toda la población reclusa el acceso a los servicios de salud sin barreras físicas, geográficas, culturales, administrativas, de información, económicas o financieras. 

Principio de Eficiencia. Es la mejor utilización social de los recursos destinados a la población reclusa, para cubrir las necesidades de salud individual y colectiva, en forma adecuada, oportuna, suficiente y sin fines de lucro.

Principio de Gestión y Transparencia. Los recursos de la salud son públicos, en consecuencia, serán manejados por el Estado con la mayor pulcritud y transparencia; la gestión en las instituciones de salud estará en manos idóneas y responsables 

Principio de Intervención mínima. El Estado garantizará que los Derechos y las garantías de los internos sólo podrán ser limitados o restringidos en la medida en que lo autoricen la Constitución, los tratados internacionales, las leyes y los reglamentos.

Articulo 6. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de esta ley serán aplicables a la población reclusa a cargo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario que se encuentra en establecimiento de reclusión, en prisión y detención domiciliaria o bajo un sistema de vigilancia electrónica.
Parágrafo. La población reclusa a la que se refiere este artículo se define como las personas privadas a cargo directamente del Instituto Nacional Penitenciario INPEC o en los establecimientos adscritos. 
TITULO II
SISTEMA INTEGRAL DE SALUD PENITENCIARIA
Artículo 7.  Créase  y organícese el sistema general de seguridad social en salud propio de la población reclusa denominado Sistema Integral de Salud Penitenciario y carcelario SISPC. 
Articulo 8. Objetivo. El objetivo del Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC es permitir a la población reclusa el goce de  calidad de vida, mediante la implementación de prácticas y políticas de atención en salud durante la permanencia del recluso en el  sistema penitenciario, asegurando el desarrollo de un ambiente saludable que contribuya a minimizar la  incidencia negativa de las enfermedades y asegurar el bienestar físico, psicológico y psiquiátrico.  
Articulo 9. Coordinación. El Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC estará a cargo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario en coordinación con la Unidad de Servicios Penitenciaros USP,  los Ministerios de Hacienda y Crédito Publico, Justicia y Derecho, Salud y Protección Social y Departamento Nacional de Planeación.
Articulo 10. Políticas. El Gobierno Nacional  organizará en coordinación con el INPEC y la Unidad de Servicios Penitenciaros USP, dirigirá y reglamentara políticas que garanticen el Derecho a la salud de la población reclusa, que deberán ser ejecutadas por el Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC.
Parágrafo. La Administración de la Salud Pública debe estar estrechamente vinculada a los servicios de salud administrados en los establecimientos Carcelarios y Penitenciarios
Articulo 11. Implementación. Para una efectiva implementación del Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC, el Ministerio de Justicia y Derecho deberá crear una base de datos actualizada del número de reclusos debidamente identificados, con su perfil epidemiológico actual que deberá ser integrada al Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC. 
Articulo 12. Afiliación al Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Salud y Protección Social deberá reglamentar la forma en que deberá ser afiliada la población reclusa a cargo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC que se encuentra en establecimiento de reclusión, en prisión y detención domiciliaria o bajo un sistema de vigilancia electrónica y de la población reclusa.
Parágrafo. Cada persona que pertenezca e ingrese a la población reclusa del territorio nacional de forma obligatoria, deberá estar y ser afiliada al Sistema Integral de Salud Penitenciaria y carcelaria SISPC de acuerdo a los parámetros que dicte el Ministerio de Salud y Protección Social.

Articulo 13. Financiamiento del Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC. La financiación del Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC se garantizara con los recursos apropiados en el Presupuesto General de la Nación para el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, con destino a la atención en salud de la población reclusa.

Parágrafo. Los recursos deberán cubrir la afiliación y la prestación del servicio de salud  del Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC.

Articulo 14. Inspección, Vigilancia y Control. Con el fin de  garantizar el Derecho a la salud de la población reclusa, sobre el Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC se hará inspección, vigilancia y control, por parte de la Superintendencia Nacional de Salud, la Superintendencia Financiera, las Secretarías de Salud, las Contralorías Nacional y territoriales, la Procuraduría, la Defensoría del Pueblo, las Personerías, las Comisiones de Derechos Humanos del Congreso de la República, los tribunales de ética profesional, las asociaciones de ciudadanos o agrupaciones sociales o de profesionales y trabajadores del sector salud. 
TITULO III
ÁREA DE SANIDAD
Articulo 15. Área de Sanidad. El Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC en cada establecimiento de reclusión instaurara un Área de Sanidad para garantizar el acceso al Derecho de la salud de la población reclusa. Para lo cual contará con Áreas de sanidad que presten servicios de salud de primer y de segundo nivel de acuerdo a la población y complejidad de los centros de reclusión. De igual forma, en el evento que lo necesite, El Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC, implementará el uso de la telemedicina como método facilitador para la consulta externa de los internos de los diferentes Centros Penitenciarios y Carcelarios del país.

Parágrafo. Implementación de la telemedicina. Para lo cual el Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC, contratará con la EPS del régimen contributivo que tenga la mayor experiencia en el tema.
Artículo 16. El Área de Sanidad deberá cumplir las siguientes funciones:
1. Examinar el estado de salud, de cada recluso al ingreso y retiro del establecimiento carcelario para:

a. Determinar la existencia de enfermedades físicas o mentales y en tal caso establecer las medidas necesarias.

b. Prever las deficiencias físicas y mentales que sean obstáculo para  la readaptación del recluso.
c. Determinar la capacidad física de cada recluso para el trabajo. 
d. También se examinará el estado de salud de  los reclusos a quienes se les decrete su libertad.
2. Bajo la coordinación del Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC adelantar  campañas de vacunación, desinfección, fumigación, prevención e higiene, supervisar la dieta alimentaria en su cantidad, calidad y preparación y las condiciones de higiene laboral y ambiental. 
3. En compañía del personal del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario Inpec generar, coordinar y supervisar un archivo digitalizado informático de las historias clínicas medicas de todos los internos de su respectivo establecimiento de reclusión. 
Articulo 17. Políticas del Área de Sanidad. El accionar del personal del cual se integre cada Área de Sanidad deberá basarse en las siguientes políticas.
1. La población reclusa  tiene el mismo Derecho a la asistencia en salud como todas las demás.
2. El personal técnico, asistencial y científico que preste el servicio de atención en Salud,  debe tratar al recluso como paciente conforme a la dignidad de la persona, sin excepciones. 

3. Los médicos o personal paramédico, no podrá indagar acerca de la pena que originó el encarcelamiento del interno o interna, salvo los Psicólogos quienes dependiendo su labor clínica podrán indagar sobre estos asuntos a los internos para cumplir con los fines terapéuticos.
4. El personal de salud debe tener la misma independencia profesional de la que gozan sus colegas que trabajan en la comunidad. 
Articulo 18. Composición del Área de Sanidad. Para la prestación del servicio de salud el Área de Sanidad será conformada de la siguiente manera:
1. De una dependencia para consultorios adecuada para consulta médica y Sitio de Dispensación de Medicamentos en condiciones de higiene y salubridad. 
2. De una enfermería, la cual contará con las suficientes camas necesarias, provista del material clínico, instrumental adecuado y productos farmacéuticos básicos para curas de urgencia y de tratamiento ambulatorio.
3. De Un Anexo Siquiátrico. Una  dependencia reservada para observación psiquiátrica y para la atención de reclusos toxicómanos 
4. De una unidad para reclusos con enfermedades contagiosas.
5. De una sección de odontología.
6. En las Área de Sanidad de Segundo Nivel habrá laboratorio, unidades de radiología y  unidades quirúrgicas.
Articulo 19. Personal del Área de Sanidad. Cada área de sanidad dispondrá al menos de:

1. Un(a) médico (a) general calificado con conocimientos psiquiátricos
2. Un(a)  odontólogo (a)

3. Un(a) enfermero (a)

4. Un (a) terapistas ocupacionales respiratorias y personal auxiliar adecuado.
Parágrafo 1. El recurso humano en salud se establecerá según las condiciones de infraestructura de los Establecimientos Penitenciarios y diferentes números de internos.
Parágrafo 2. En coordinación del Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC el personal medico promoverá la educación, prevención y promoción de la salud.
Articulo 20. Unidad Penitenciaria de Urgencias. En el caso que se requiera del traslado a una Unidad Penitenciaria de Urgencias, este se debe realizar de manera inmediata y con las medidas de seguridad necesarias, previo concepto del médico del área de salud y de ser necesaria la atención hospitalaria, se contratará bajo los parámetros de ley establecidos, con una EPS de régimen contributivo que haga presencia a nivel nacional, la cual tenga la infraestructura propia para incluir en sus hospitales una Unidad Penitenciaria de Urgencias, que prestará el servicio de salud de tercer nivel. Estas unidades medicas estarán adaptadas para la atención especializada de los reclusos y de la misma manera  garantizarán las medidas de se​guridad necesarias. 
Parágrafo 1. El Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC, manejará el servicio de urgencias con base en los protocolos de atención, aprobados por el Ministerio de salud y no podrá establecer otra forma de atención al paciente interno.
Artículo 21. Establecimientos de Reclusión para Mujeres. En los establecimientos de reclusión para mujeres existirá también el Área de Sanidad que adicionalmente tendrá una instalación especial para el tratamiento de internas embarazadas, habrá un trato preferencial para las que mediante intervención quirúrgica, acaban de dar a luz y de las convalecientes, el mismo procedimiento se efectuará para las mujeres que  hayan tenido aborto o nacimiento de niños prematuros. Si la vida de la madre y el hijo estuvieren en riesgo, el Área de Sanidad, tomará las medidas para que el parto se atienda en una Unidad Clínica o Centro de Atención Médica diferente al de la Penitenciaria. 
Parágrafo 1. Cuando una reclusa esté embarazada, previa certificación médica,  o cuando se pueda inferir a simple vista el estado de gravidez, el Director del establecimiento, tramitará con urgencia la solicitud de suspensión de la detención preventiva o de la pena ante el funcionario Judicial competente, de conformidad con lo previsto en el Código de Procedimiento Penal. 

Parágrafo 2. Guarderías infantiles. Estas serán instalaciones para los niños de las internas en establecimientos penitenciarios, su existencia y atención es obligatoria dentro del Sistema  Integral de Salud Penitenciario y su funcionamiento estará dirigido por el Instituto de Bienestar Familiar o la Entidad de protección de la infancia que determine la ley.

Articulo 22. Enfermedad Contagiosa o Terminal. Si un recluso contrae enfermedad contagiosa o se le diagnostica enfermedad terminal, el Director del establecimiento, previo concepto del Área de Sanidad y de traslados, determinará si es procedente el traslado a una Unidad Penitenciaria de Urgencias o la medida adecuada acuerdo con el Código de Procedimiento Penal. Para este efecto, propondrá al Funcionario Judicial la libertad provisional o la suspensión de la detención preventiva. Si el funcionario Judicial aprueba dicha solicitud se comunicará de inmediato la novedad a la Dirección General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario. 

El Director del establecimiento de reclusión queda autorizado, previo concepto del Área de Sanidad, a ordenar el traslado del recluso a la Unidad Penitenciaria de Urgencias en los casos de enfermedad grave o intervención quirúrgica, bajo las medidas de seguridad que cada caso amerite. 

Parágrafo. El traslado a Unidad Penitenciaria de Urgencias en los anteriores casos, sólo procederá cuando no fuere posible atender al interno en alguno del Área de Sanidad.
Artículo 23. Casos de patología mental. Si un recluso presentare signos de patología mental y el médico del Área de Sanidad dictamina que el recluso padece enfermedad mental, el director del respectivo centro, pedirá el concepto médico legal, el cual si es afirmativo, procederá a solicitar su ingreso a un establecimiento psiquiátrico, clínica adecuada, casa de estudio o de trabajo, según el caso, dando aviso al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. 

TITULO IV
OTRAS DISPOSICIONES
Artículo 24. Nacimientos y defunciones. El Director del Establecimiento de Reclusión informará a las autoridades competentes y al INPEC, los nacimientos y defunciones que ocurran dentro de los mismos. Igualmente, informará a los parientes que figuren en el registro del interno. De ninguna manera en el registro de nacimiento figurará el lugar donde tuvo ocasión el mismo. 

Parágrafo. La certificación de defunción se hará conforme a la ley, previo dictamen de Medicina Legal, quien deberá tener un informe de la situación acaecida. Para el efecto de defunciones el Establecimiento Penitenciario deberá contar una morgue para depositar los restos mortales, mientras el cadáver es reclamado por los familiares del interno fallecido y evitar la contaminación del establecimiento carcelario. 

Prohibición. En caso de muerte, el cadáver será entregado a los familiares del interno que lo reclame. De ninguna manera el establecimiento carcelario podrá realizar cremaciones, o sepultar cadáveres de internos no reclamados, éstos deberán ser puestos a órdenes de Medicina legal. La inobservancia de esta prohibición, hará incurrir a quien lo practique en sanciones impuestas por el Ordenamiento Penal Colombiano.
Parágrafo. Se hará un inventario de las pertenencias dejadas por el difunto y se procederá a liquidar su saldo de la Caja Especial, todo lo cual se entregará, en caso de ser de escaso valor, a los parientes que sumariamente demuestren tal calidad. Cuando los objetos o sumas de dinero sean de apreciable valor, se entregarán a quienes indique la autoridad competente.
Artículo 25 Vigencia y derogatorias. La presente ley regirá a partir de la fecha de su promulgación y deroga los decretos 1141 de 2009 y 2777 de 2010, los artículos 104,105, 106,107, 108,106 de la ley 65 de 1993 y  así como todas aquellas disposiciones que le sean contrarias. 
EDGAR ESPINDOLA NIÑO
Senador de la República

EXPOSICION DE MOTIVOS

INTRODUCCIÓN

Las Prisiones se le designan a las Establecimientos que alojan a aquellas personas que han sido condenadas a una pena privativa de la libertad  por la justicia por cometer delitos o infringir la ley. Infortunadamente, las prisiones son un mal necesario y será difícil erradicarlo ya que siempre habrán penas de prisión, es por eso que durante mucho tiempo se seguirá con este mal.

Los constantes y fuertes cambios de la Estructura Social Colombiana, constituirán, ineludiblemente transformaciones  en la idea y el entorno sociológico de la delincuencia; también se verán afectadas de cambio las sanciones encaminadas a la  prevención y castigo del delito. Es por eso, que difícilmente se puede  suponer un momento  en el cual la pena de pri​vación de libertad, implantada en el ordenamientos penal colombiano, pue​da ser suplida por otra de distinta naturaleza que sea capaz de evitar los males congénitos a la reclusión, y que logre servir en la misma o en mejor medida a las necesidades requeridas para la salvaguardia social. 

De tal manera, se puede entender que las penas o medidas privativas de la libertad son una protección especial para la sociedad, convertida está en reeducación y  resocialización social de los condenados. Igualmente, esta protección especial procura que los condenados no sean eliminados de la sociedad, sino que sean personas que aun hacen parte de ella como miembros activos, aunque sometidos a un particular régimen ocasionado por un comportamiento delictivo, pero preparándolos para su regreso a la libertad en las mismas condiciones o mejores en las que ingresaron al régimen.
En palabras más claras, el particular régimen del cual se hace referencia, es el sistema penitenciario y para que sea exitoso el proceso de reeducación y resocialización de las  personas que hacen parte de este, todas las condiciones de vida que brinde el sistema penitenciario deben ser excelentes, lo cual en Colombia no sucede y por tal motivo el proceso de reeducación y resocialización  social  no es tan exitoso como se espera. 

El principal problema del sistema penitenciario colombiano son sus establecimientos de reclusión,  ya que la realidad de estos muestra una cantidad casi ilimitada de factores que inciden de manera negativa en el proceso de reeducación  y  de resocialización social e igualmente afectan la calidad de vida de las personas pertenecientes al sistema penitenciario perdiéndose así el verdadero objetivo de las penas y medidas privativas de la libertas.

Los establecimientos de reclusión del sistema penitenciario colombiano, muestran condiciones de sobrepoblación y hacinamiento que en la actualidad se está haciendo difícil de controlar, situación que  facilita el desarrollo de enfermedades infectocontagiosas y muchas otras mas. Conjuntamente, la presencia de hechos de violencia, adicciones a drogas narcóticas y riesgos de enfermedades de transmisión sexual y otras desafortunadas enfermedades  se constituyen en elementos  intrínsecos de la vida en prisión, estableciendo así, una clara violación a los derechos fundamentales de la vida, la integridad física, la dignidad humana y principalmente el derecho a la salud.

En términos generales, los establecimientos de reclusión en Colombia presentan una serie de ambientes particulares que inciden negativamente en la salud de los reclusos,  y que a pesar del esfuerzo del Estado por garantizar el derecho a la salud de la población reclusa,  en la actualidad tal esfuerzo está siendo inútil y la no accesibilidad a la salud de dicha población está siendo más evidente. Es por eso, que existe una clara necesidad de crear un sistema de seguridad social en salud el cual sea propio de la población reclusa, debido a que el sistema penitenciario no tiene la suficiente capacidad de garantizar el derecho a la salud.

CONTEXTO

La mayoría de la población reclusa colombiana proviene de áreas marginales del país, cuyas condiciones se caracterizan por una cultura identificada por la pobreza, el desempleo, la violencia, las adicciones a las drogas y la inasistencia sanitaria. Y así lo ha manifestado La Organización de las Naciones Unidas, que describe las características sociodemográficas de la población reclusa resaltando que pertenece a los grupos más vulnerables de la sociedad, proveniente de zonas desfavorecidas, malamente atendidos por los servicios básicos y que ingresan a los establecimientos de reclusión con problemas de salud. 

Es así, como el sistema de detención opera como un círculo vicioso para la población reclusa, ya que en tanto aquellas personas que ingresan a dicha población queda marginada nuevamente ya que las condiciones de los establecimientos carcelarios y penitenciarios es demasiada mala por problemas que ya se han mencionados como sobrepoblación, alimentación y atención sanitaria inadecuada, violencia y total falta de garantía al derecho a la salud.

Son muchos los problemas de los establecimientos carcelarios y penitenciarios del país pero el peor de ellos es la  falta de garantía al derecho de la salud de la población carcelaria y  organismos como  la Defensoría del Pueblo sobre la situación de salud de la población reclusa la ha detallado como mala o regular; la Procuraduría General de la Nación expresa las  deficiencias en la prestación del servicio de salud, especialmente para mujeres e hijos convivientes. Otros destacan la inexistencia de programas especiales para el control de epidemias y las deficiencias en la atención de urgencias. (Hernández & Mejía, 2010)
Actualmente, el servicio de salud que se presta a la población reclusa es deficiente, en lo que va del año más de mil reclusos han tenido que presentar tutelas reclamando su derecho a la salud el cual el estado ha venido prestando por medio de la EPS Caprecom. Hay graves problemas de atención médica en casi todos los establecimientos carcelarios y penitenciarios del país, principalmente por la falta de médicos y  escases de medicamentos. 

Cárceles como la de  Acacias, en la que hay más de dos mil internos, es una de las que más dificultades tienen. No tiene medicamentos, les debe los sueldos a los médicos y no hay una IPS que atienda a los internos. En la de Ipiales, con 478 internos, solo se atienden las urgencias, mientras que en la de Calarcá, con más de mil internos, no hay médicos por las tardes ni los fines de semana. En los penales de Buga y Villavicencio, los médicos que atendían a más de dos mil presos renunciaron por falta de pago. (Medellin, 2012)
Adicionalmente, la falta de médicos, medicamentos y falta de cumplimiento de la EPS contratada por el estado para los servicios de salud de la población reclusa hay que agregar el hacinamiento de los establecimientos carcelarios y penitenciarios. 

En Colombia, para los años de 2005 a 2009  contó con un hacinamiento en un rango entre 14,5% (2006) y 38,9% (2009). El dato más alto de hacinamiento de Colombia, de 1990 a la fecha se situó en el 41,3% (mayo 30 de 2010). A marzo de 2011, el hacinamiento se sitúa en el 22,9%. (Londoño, Diego Restrepo, 2011)
Las tasas actuales de hacinamiento no parecen amenazar en el corto plazo al Sistema Penitenciario y Carcelario colombiano, sin embargo, los datos muestran que la tasa de crecimiento anual de la población reclusa desde el 2006 hasta el 2010 (años durante los cuales el crecimiento ha sido prácticamente lineal), ha sido del 10,2% anual en promedio. Este crecimiento tan elevado y constante hace prever un posible colapso del sistema si no se toman medidas y correctivos a tiempo. (Londoño, Diego Restrepo, 2011)
De tal manera, que si la tasa de crecimiento de la población reclusa mantiene su misma dinámica histórica reciente (10,2% anual desde 2006),  su año más crítico será el 2013 con un hacinamiento proyectado de 54%, la más alta de los últimos 23 años. El resultado final del esfuerzo gubernamental, servirá, si acaso, para culminar el período de gobierno con una tasa de hacinamiento de 27%, muy similar a aquella con la que el gobierno inició (29,4%, a agosto de 2010). (Londoño, Diego Restrepo, 2011)
Es por eso, que se debe crear un entorno saludable en los establecimientos carcelarios y penitenciarios del país como una necesidad para la población reclusa y como una verdadera garantía del derecho a la salud. Por tal motivo, al ver que el Gobierno Nacional no ha sido capaz de garantizar plenamente el derecho a la salud de la población reclusa, siendo su obligación este Congreso de la Republica debe a través de su ejercicio legislativo proponer una solución que garantice el derecho a la salud de dicha población que es lo que buscara este proyecto de ley. 

IMPORTANCIA DE LA SALUD PENITENCIARIA INTERNACIONALMENTE

Son varias  las normas internacionales  que definen la calidad de la atención médica que se debe proporcionara los presos. En primer lugar, la norma  contenida en el artículo 12 de la Organización Internacional Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Naciones Unidas, 1966) establece:

"El derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental".

Esto se aplica a todos los seres humanos igual que a los presos. Los que están presos conservan su derecho a la salud, tanto física como mental, y conservan su derecho a un nivel de cuidado de la salud que sea al menos equivalente a la prevista en la comunidad en general.

Los  Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos indican el derecho que tienes  los presos a gozar del más alto nivel posible de salud

"Los reclusos tendrán acceso a los servicios de salud disponibles en el país, sin discriminación por razón de su situación jurídica"

En otras palabras, el hecho de que las personas están en prisión no significa que se les debe  comprimir cualquier derecho y mucho menos el de la salud. Más bien, es lo contrario, cuando un Estado priva a las personas de su libertad, asume la responsabilidad de cuidar de su salud, tanto en términos de las condiciones en que se les prive de libertad y del tratamiento individual que puede ser necesario. 

Los sistemas penitenciarios tienen la responsabilidad no sólo de suministrar los servicios de salud, sino también de establecer las condiciones que promuevan el bienestar de los presos y el personal penitenciario. Es así, que los presos deben no salir de la cárcel en una condición peor que cuando entraron.

La falta de recursos es un argumento a veces adelantado  por algunos Estados para no proporcionar los de servicios de salud adecuados a los presos. Pero, en el 11º informe general sobre sus actividades (Consejo de Europa, 2001), el Comité Europeo subrayó las obligaciones de los gobiernos estatales tener a los presos, incluso en tiempos de dificultades económicas (Organization, 2007).

El comité europeo para la prevención de la tortura es consciente de que en épocas de dificultades económicas... sacrificios se tienen que hacer, incluso en los establecimientos penitenciarios. Sin embargo,  independientemente de las dificultades que enfrentan en un momento dado, el acto de privar a una persona de su libertad siempre conlleva un deber de cuidado que exige métodos eficaces de prevención, detección y tratamiento.

El cumplimiento de este deber de las autoridades públicas es tanto más importante cuando se trata de una cuestión de atención requerida para tratar enfermedades mortales.

Con respecto a la obligación de proporcionar atención médica adecuada a los presos, hay dos consideraciones fundamentales. Uno se refiere a la relación entre los prisioneros y el personal de salud y el otro se refiere cómo el cuidado de la salud organizado en la cárcel.

Otro punto tiene que ver con la relación entre el recluso y el personal de salud, el cual se basa en que los miembros del personal de atención de salud que trabajan en las cárceles, tienen como primer deber cuidar a cualquier preso como un paciente clínico. Esto se subraya las Naciones Unidas (1982) Principios de ética médica aplicables a la Función del personal de salud, especialmente los médicos, en la protección de personas presas y Detenidas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes El castigo, que establece (Organization, 2007):

El personal de salud, especialmente los médicos, encargados de la atención médica de personas presas o detenidas tiene el deber de brindar protección  física y la salud mental y el tratamiento de la enfermedad de la misma calidad y estándar como es brindan a las personas que no están presas o detenidas.

El Consejo Internacional de Servicios Médicos Penitenciarios confirmó este principio cuando estaba de acuerdo en el Juramento de Atenas:

Nosotros, los profesionales de la salud que trabajan en los centros penitenciarios, reunidos en Atenas el 10 de septiembre de 1979, por la presente se comprometen, de acuerdo con el espíritu del Juramento de Hipócrates, que se compromete a prestar la mejor atención médica posible para aquellos que están encarcelados en prisiones por cualquier razón, y sin perjuicio de dentro de nuestra ética profesional respectivos.

Este postulado ese debe ser particularmente importante para los médicos que en caso colombiano lo es. En algunos países, a tiempo completo los médicos pueden pasar toda su carrera trabajando en el ámbito penitenciario. Es prácticamente inevitable en este tipo de situaciones que los médicos  forman una estrecha relación con la gestión de las prisiones. (Organization, 2007)
Por otro lado las poblaciones penitenciarias de casi todo los países contienen  una cantidad importante de grupos más marginados de la sociedad, las personas con mala salud crónica y
condiciones no tratados, usuarios de drogas, personas vulnerables y aquellos que se dedican a actividades de riesgo, tales como la inyección de drogas y el trabajo sexual comercial.

· Las personas que ya padecen o están en riesgo elevado de padecer una enfermedad en la penitenciaria, sin un tratamiento efectivo y seguimiento da lugar al riesgo de la propagación de las enfermedades transmisibles tanto dentro y fuera del sistema penitenciario. 

· Las condiciones de vida en la mayoría de las cárceles del mundo no son saludables.

Hacinamiento, violencia, falta de luz, aire fresco y agua limpia, la comida mala y propagación de infecciones actividades tales como tatuajes son comunes. Las tasas de infección con la tuberculosis, el VIH y la hepatitis son mucho mayores que en la población general.
La Organización Mundial de la Salud OMS recomienda a sus estado miembros, desarrollar estrechos vínculos de trabajo entre el Ministerio de Salud y el ministerio responsable del sistema penitenciario garantizar un alto nivel de tratamiento de los detenidos, protección para el personal, la formación conjunta de profesionales en los estándares modernos de control de la enfermedad, los altos los niveles de profesionalidad en el personal penitenciario de la salud, la continuidad de trato entre la sociedad penitenciario y el exterior y la unificación de estadísticas. (Organization, 2007)
· Los Estados miembros se recomienda para asegurar que toda la atención médica necesaria presta a las personas privadas de su libertad de forma gratuita.

· Los sistemas de salud pública y penitenciaria se recomienda trabajar en conjunto para asegurarse de que la reducción del daño se convierte en el principio rector de la política de prevención la transmisión del VIH y la hepatitis en los sistemas penitenciarios.

· Los sistemas de salud pública y penitenciaria se recomienda trabajar en conjunto para asegurarse de que la tuberculosis se detecta a tiempo y se trata a tiempo y adecuadamente y que la transmisión se previene en los sistemas penitenciarios.

En conclusión, la salud de los presos es motivo de alta preocupación y protección  para la comunidad internacional, es por eso que el estado colombiano debe tomar las medidas necesarias y de forma permanente solucionar el grave problema de salud de los establecimientos carcelarios y penitenciarios, es por eso que este proyecto de ley brindara todas las herramientas para garantizar el derecho a la salud de la población carcelaria.
OBLIGACIONES DEL ESTADO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS DE PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD

En materia de derechos humanos de personas privadas de la libertad, el estado está subordinado a las obligaciones generales derivadas del derecho internacional de los derechos humanos. El estado está  sometido igualmente,  a una serie de deberes específicos que derivan, por una parte, del Pacto internacional de derechos civiles y políticos y por la Convención americana sobre derechos humanos, y, por otra, de la Constitución política.

OBLIGACIONES DERIVADAS DEL DEBER DE RESPETAR LA DIGNIDAD HUMANA
Las normas internacionales que reconocen y protegen derechos de la persona se hallan formuladas en instrumentos que integran un ámbito del derecho internacional conocido con el nombre de derecho internacional de los derechos humanos. Esta normatividad internacional obliga al estado colombiano a respetar y garantizar una serie de derechos de las personas privada de la libertad que son las siguientes.

El artículo 10° del Pacto internacional de derechos civiles y políticos prescribe: “Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. El artículo 5,2 de la Convención americana sobre derechos humanos ordena: “Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. (del Pueblo, abril de 2006)
Otras normas de naturaleza internacional también ratifican esas disposiciones. Así, el primero de los Principios básicos para el tratamiento de los reclusos dispone: “Todos los reclusos  serán tratados con el respeto que merecen su dignidad y valor inherentes de seres humanos”. Asimismo lo hace el Conjunto de principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión, cuya primera norma señala: “Toda persona sometida a cualquier forma de detención o prisión será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. (del Pueblo, abril de 2006)
En la normatividad nacional, el artículo 1° de la Constitución señala que el Estado colombiano se funda en el respeto de la dignidad humana. El Código penitenciario y carcelario, adoptado por la ley 65 de 1993, recoge esas normas al indicar que el cumplimiento de las medidas de aseguramiento y la ejecución de las penas privativas de la libertad y de las medidas de seguridad se rigen, entre otros, por el principio de respeto a la dignidad humana. El artículo 3° de dicho código dispone:

“Reconocimiento de la dignidad humana. Toda persona a quien se atribuya la comisión de un hecho punible, tiene derecho a ser tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”.

“Se respetarán las normas internacionalmente reconocidas sobre derechos humanos, y en ningún caso podrá haber violación de las mismas”.

El deber de respetar la dignidad de las personas privadas de la libertad tiene dos componentes:

· Trato digno: Ordena que en los establecimientos de reclusión prevalezca el respeto a la condición digna de la persona, a las garantías constitucionales y a los derechos humanos universalmente reconocidos.

· Trato humano: Prohíbe toda forma de violencia psíquica, física o moral contra las personas privadas de la libertad.

Obligaciones derivadas del Principio constitucional de Estado social de derecho

El principio constitucional de Estado Social de Derecho del cual se deriva del artículo primero de la constitución. Su vigencia en el espacio interno de cárceles y penitenciarías determina la manera de concebir las relaciones entre las personas privadas de la libertad y las autoridades. Estas no pueden limitarse a garantizar de manera formal el goce de los derechos de aquellas personas, sino que están obligadas a obrar eficazmente con el fin de facilitarles todas las condiciones necesarias para que puedan superar sus carencias, acceder a la real satisfacción de sus necesidades, allanar cualquier forma de discriminación y gozar plenamente de los bienes jurídicos, espirituales y materiales, requeridos para su plena realización como seres individuales y sociales.

El principio constitucional de Estado social de derecho sujeta a las autoridades a dos tipos de deberes: abstenerse de deshonrar aquellos atributos que hacen a la persona merecedora de respeto y actuar para promover la creación de condiciones que permitan alcanzar de manera tangible los fines esenciales del Estado señalados en el artículo 2º de la Carta política, en particular, la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. (del Pueblo, abril de 2006)
Las obligaciones que tiene el estado colombiano derivadas del principio de estado social de derecho son:

· Deber de respeto y de garantía: Como se ha indicado anteriormente, los tratados internacionales que reconocen derechos humanos y hayan sido adoptados por el Estado, les atribuyen a las autoridades una obligación de respeto, cuyo cumplimiento impone a las autoridades un deber de abstención y una obligación de garantía, cuyo cumplimiento demanda un deber de obrar.
· Deber de asegurar el pleno disfrute de los derechos humanos para todas las personas sin discriminación: El artículo 13 de la Constitución establece: «Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica». 
· Deber de proveer mecanismos idóneos para hacer cesar violaciones a los derechos humanos: El deber de proveer mecanismos idóneos para hacer cesar violaciones a los derechos humanos se encuentra íntimamente ligado al cumplimiento de la obligación internacional de garantía. En efecto, resultaría imposible asegurar el disfrute de los derechos humanos para todas las personas, allí donde no existen mecanismos eficaces para la protección de  tales derechos.

En conclusión, el estado tiene una gran cantidad de obligaciones de garantizar los derechos humanos de las personas privadas a la libertad y si bien es cierto, que las prisiones constituyen un medio bastante propicio para la discriminación y para las omisiones,  los abusos de autoridad e incapacidad del estado se está comprimiendo el  goce de los derechos. En ese contexto, resulta evidente que la vulnerabilidad de los reclusos demanda mecanismos de control sobre la autoridad e instrumentos efectivos de participación de los reclusos, para crear condiciones mínimas adecuadas que les aseguren un rápido acceso a las garantías de protección cuando lo requieran. 

Pero lamentablemente, tales condiciones casi que no existen en los establecimientos carcelarios y penitenciarios, el reconocimiento de los derechos humanos y específicamente el derecho a la salud está resultando apenas una declaración simbólica para las personas encerradas en establecimientos de reclusión.

DERECHOS FUNDAMENTALES DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD

Tradicionalmente la sociedad colombiana en general tiene a despojar a las personas privadas de la libertar de su condición humanas. El colombiano en general, piensa que estas personas no son titulares de derechos y por eso deben ser tratadas de cualquier manera. Tal equivocación se produce porque se cree que sólo son titulares de derechos humanos las personas que cumplen sus deberes sociales y observan un buen comportamiento en sociedad. Quienes así piensan olvidan o ignoran que los derechos humanos tienen fundamento en un principio que, por derivar de la especial naturaleza ontológica de la persona, tiene vigencia independientemente de los actos o conductas de los individuos y de las valoraciones que merezcan esos actos.

De esta manera, los derechos humanos son aplicables a toda persona independiente de sus actos correctos o incorrectos. Los derechos humanos son denominados derechos fundamentales cuando se trata de aquellos bienes jurídicos que resultan ser absolutamente imprescindibles para que las personas puedan vivir en sociedad como seres libres, racionales y responsables. Se trata, en consecuencia, de derechos que por ser inherentes a la condición humana son necesarios para que la vida de la persona transcurra en forma digna. (del Pueblo, abril de 2006)
Es así entonces que las personas privadas de la libertad son titulares de los derechos que se predican de todos los miembros de la sociedad. En consecuencia, debe entenderse que el propósito del estado es la defensa y protección de algunos de los derechos que resultan altamente afectados por la privación de la libertad.

Los principales derechos a los cuales son titulares privadas a la libertad son:

· Derecho a la vida

· Derecho a la integridad personal

· Derecho a las libertades de conciencia y religión

· Derecho al libre desarrollo de la personalidad

· Derecho a la intimidad

· Derecho a la libertad de expresión y de información

· Derecho a la liberta de asociación y de reunión

· Derecho al debido proceso disciplinario

· Derecho de Petición 

· Derecho al mínimo vital

· Derecho a la alimentación 

· Derecho al tratamiento penitenciario

· Derecho al agua

Y el que más concierne en este documento el derecho a la salud.

DERECHO A LA SALUD
Marco Jurídico

· Declaración universal de derechos humanos: Artículo 25. 1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios (…). 

· Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales: Artículo 12. 1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:

(…)

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y Servicios médicos en caso de enfermedad.

· Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos: 22. 1) Todo establecimiento penitenciario dispondrá por lo menos de los servicios de un médico calificado que deberá poseer algunos conocimientos psiquiátricos. Los servicios médicos deberán organizarse íntimamente vinculados con la administración general del servicio sanitario de la comunidad o de la nación. Deberán comprender un servicio psiquiátrico para el diagnóstico y, si fuere necesario, para el tratamiento de los casos de enfermedades mentales. 2) Se dispondrá el traslado de los enfermos cuyo estado requiera cuidados especiales, a establecimientos penitenciarios especializados o a hospitales civiles. Cuando el establecimiento disponga de servicios internos de hospital, éstos estarán provistos del material, del instrumental y de los productos farmacéuticos necesarios para proporcionar a los reclusos enfermos los cuidados y el tratamiento adecuados. Además, el personal deberá poseer suficiente preparación profesional. 3) Todo recluso debe poder utilizar los servicios de un dentista calificado.

23. 1) En los establecimientos para mujeres deben existir instalaciones especiales para el tratamiento de las reclusas embarazadas, de las que acaban de dar a luz y de las convalecientes. Hasta donde sea posible, se tomarán medidas para que el parto se verifique en un hospital civil. Si el niño nace en el establecimiento, no deberá hacerse constar este hecho en su partida de nacimiento. 2) Cuando se permita a las madres reclusas conservar su niño, deberán tomarse disposiciones para organizar una guardería infantil, con personal calificado, donde estarán los niños cuando no se hallen atendidos por sus madres.

· Principios básicos para el tratamiento de los reclusos: 9. Los reclusos tendrán acceso a los servicios de salud de que disponga el país, sin discriminación por su condición jurídica.

·  Constitución política: Artículo 49. La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.
Contenido del Derecho

El derecho a la salud permite a cualquier persona privada o de la libertad para reclamar al estado y disfrutar de todos los medios que le permitan acceder al más alto nivel de bienestar físico, mental y social. El bien protegido por este derecho no puede ser observado simplemente como un simple estado de ausencia de enfermedad. La salud, desde tal perspectiva, debe ser comprendida como el resultado de una serie de condiciones sociales y económicas que configuran un medio favorable para que las personas puedan llevar una vida sana. En este sentido, el derecho a la salud se hace extensivo al disfrute de otros bienes jurídicos y no se limita estrictamente a la atención en salud. 

El derecho a la salud está estrechamente vinculado con el ejercicio de otros derechos humanos y depende de esos derechos, que se enuncian en la carta internacional de derechos, en particular el derecho a la alimentación, a la vivienda, al trabajo, a la educación, a la dignidad humana, a la vida, a la no discriminación, a la igualdad, a no ser sometido a torturas, a la vida privada, al acceso a la información y a la libertad de asociación, reunión y circulación. Esos y otros derechos y libertades abordan los componentes integrales del derecho a la salud. 

El contenido y alcance del derecho a la salud no puede ser identificado con un posible derecho a estar sano. Los estados se encuentran obligados a realizar todas las acciones y programas necesarios para prevenir y superar las enfermedades y, en general, para que las personas puedan acceder a los bienes y servicios que facilitan alcanzar el mejor bienestar social e individual posible, pero no pueden garantizar que la persona se encuentre efectivamente sana. 

Estas obligaciones inherentes a deber del  Estado de  cumplir con la garantía del derecho a la salud son y  deben ser aplicables a las personas privadas de libertad, deben apreciarse en conjunto con los estándares internacionales aplicables a las personas privadas de libertad. Es por eso que las autoridades penitenciarias deben ofrecer a los reclusos, como mínimo, examen médico de ingreso, consultas médicas periódicas (incluida atención psiquiátrica), atención permanente y oportuna de urgencias, instalaciones equipadas para la atención de consultas y para la aplicación de tratamientos, suministro adecuado en cantidad y calidad de medicamentos, instalaciones para fisioterapia y rehabilitación y suministro de dietas médicamente ordenadas.

La Corte Constitucional ha interpretado el alcance del derecho a la salud de las personas Privadas de libertad bajo los siguientes parámetros:

· Adquiere ius fundamentalidad por conexidad con otros derechos esencialmente fundamentales. Su protección mediante la acción de tutela procede en cualquiera de aquellas situaciones en las cuales el derecho a la salud obtiene rango fundamental. 
“Si bien el derecho a la salud no es en principio fundamental y adquiere dicho carácter sólo por su conexidad con derechos de tal rango, el juez de tutela debe examinar, en el caso de los reclusos –indefensos en razón de su estado y con frecuencia absolutamente imposibilitados para procurarse alivio por sus propios medios, por limitaciones físicas y económicas– la circunstancia concreta en la que, aun no hallándose la vida de por medio, cabe el amparo en defensa de la dignidad humana y de otros derechos fundamentales a ella ligados” Corte Constitucional, Sentencia T – 606 de 1998.

· Está absolutamente exento de las mayores restricciones que la naturaleza de la reclusión puede ocasionar sobre otros derechos. En consecuencia, sus titulares gozan de plenamente de tal derecho en igualdad de condiciones frente a las demás personas.

“La salud es uno de aquellos derechos que por su carácter inherente a la existencia de todo ser humano se encuentra protegido en nuestro ordenamiento, especialmente en aras de una igualdad real, en las personas que por su condición económica, física o mental se hallen en circunstancias de debilidad manifiesta. Este derecho busca además, y en forma primordial, el aseguramiento del derecho fundamental a la vida, por lo que su naturaleza asistencial impone un tratamiento prioritario y preferencial por parte del gobierno y del legislador, en procura de su efectiva protección”. Corte Constitucional, Sentencia T – 116 de 1993.

· Es un derecho cuya protección y cuidado están radicados en cabeza del Estado porque los reclusos se hallan imposibilitados para velar por su salud. “El Estado asume, con cargo al tesoro público, la responsabilidad integral por el cuidado, prevención, conservación y recuperación de la salud de los internos, independientemente de que éstos se encuentren privados de la libertad a título preventivo o de pena” Corte Constitucional, Sentencia T – 606 de 1993.

· Es un derecho que resulta violado por las carencias infraestructurales de las áreas sanitarias, la deficiencia de los servicios de agua y alcantarillado y la escasez de guardia para cumplir las remisiones a los centros hospitalarios. Las autoridades, ha indicado la Corte Constitucional, no pueden transferir a los reclusos las consecuencias negativas que para la protección de la salud derivan de las fallas administrativas del sistema penitenciario.

· La demora en la atención médica o en el suministro de medicamentos cuando un recluso sufre fuertes dolores constituye, aunque el tratamiento de la enfermedad admita espera, una modalidad de tortura. 

“Resulta a todas luces desesperada la circunstancia de quien sufre un dolor prolongado y fuerte, aunque no sea mortal, y se ve obligado a soportarlo sin recibir atención. Ello afecta sin duda su integridad física y su dignidad como persona humana, además de que propicia un avance o empeoramiento de la enfermedad. Los medicamentos y aun los calmantes adquieren en la cárcel un valor excepcional, que quizá no tenga en sitios y circunstancias diferentes. Se convierten en elementos esenciales de primer orden para sostener en los presos un nivel de vida acorde con su condición humana. (…) La carencia de medicamentos constituye, entonces, evidente forma de vulneración de derechos fundamentales y el Estado es responsable por ella” Corte Constitucional, Sentencia T – 606 de 1998.

· Es un derecho que también debe ser protegido mediante la creación y mantenimiento de condiciones ambientales y sanitarias adecuadas para prevenir las enfermedades o para facilitar, al menos, una vida decorosa y más llevadera cuando se sufren. Las autoridades se hallan obligadas a proporcionar no sólo medicinas y tratamientos médicos. Deben suministrar también ciertos bienes que pueden mejorar el bienestar de los reclusos enfermos como, por ejemplo, calentadores de ambiente que resultan útiles cuando se habita en condiciones climáticas frías y húmedas.

· Las autoridades penitenciarias tienen el deber de garantizar este derecho aunque los problemas de salud que aquejan a la persona privada de libertad se hubieran presentado antes de su ingreso al establecimiento de reclusión. 

“Al respecto, hay que precisar que no obstante que el actor, por su propia decisión, se realizó un tratamiento que, al parecer, le está causando problemas, esta circunstancia, por sí sola, no exonera al Estado, que lo tiene recluido en uno de sus establecimientos carcelarios y penitenciarios, de brindarle la ayuda médica, que requiera, y pueda, de esta manera, aliviar los problemas que posiblemente lo aquejan” Corte Constitucional, Sentencia T – 487 de 1998.

EL SISTEMA INTEGRAL DE SALUD PENITENCIARIA

Objetivo Del Proyecto De Ley

La delincuencia es producto de las condiciones sociales de un país y más sin son tan graves como las de Colombia. Es cierto, que son decisiones humanas libres y responsables de violar las normas sociales. Ni problemas de salud,  ni dro​godependencias, ni dificultades económicas y mucho menos concepciones religiosas o políticas, pueden justificar que se cometan ilegalidades, injusticias o crímenes. Nada justifica la violencia, el robo, la extorsión o los ataques a la libertad. 

Pero aun así, tampoco es justificable, que los delincuentes que hacen parte de la población reclusa que si bien tiene una deuda con la sociedad, sean tratados  de manera casi inhumana, violando muchos de sus derechos entre ellos el de la salud. El Estado por medio del sistema penitenciario no ha garantizado plenamente el derecho a la salud de la población reclusa. Por ejemplo, un alto porcentaje de reclusos sufren enfermedades mentales que han adquirido en la cárcel, se convierten en viciosos a la droga, contraen enfermedades contagiosas y muchas otras más. 

Además, hay que agregar que la población reclusa presenta un bajo nivel educativo, la mayoría no han tenido nunca un empleo es​table y muchos han padecido en su infancia abusos, malos tratos, abandonos, etc. En conclusión, en los establecimientos carcelarios y penitenciarios  se concentra mayoritariamente de personas que nunca han tenido calidad de vida y si en las cárceles tampoco se les ofrece va ser realmente difícil su reeducación y resocialización social. Se sugiere reestructurar la información esto no es del todo acorde. 

Los establecimientos carcelarios y penitenciarios deben ser espa​cios como se ha manifestado a lo largo de este documento, en los cuales el estado garantice de manera plena todos los derechos fundamentales a la población reclusa. De la misma manera, deben ser espacios para que el recluso encuentre nuevas motivacio​nes para vivir en libertad, obtenga nuevos valores, aprenda el respeto que debe a los demás y que le deben a su vez los otros, encuentre nuevos caminos por los cuales pueda conducir su vida y a través de las cuales pueda reintegrar a la sociedad, que le ha dado nuevas opor​tunidades, parte de lo que le sustrajo con su conduc​ta anómala.

Es por eso que el objetivo del presente proyecto de ley es garantizar plenamente los derechos a la vida, a la integridad personal y a la dignidad humana, mediante la implementación de un sistema de seguridad social en salud el cual sea propio de la población reclusa, para que de esta manera se permita la accesibilidad al derecho a la salud de forma equitativa a cada miembro de la población reclusa haciendo cada vez mejor la calidad de vida de esta población. Se repiten muchas palabras 

Este sistema de seguridad social en salud además de mejorar la calidad de vida de la población reclusa, deberá implementar prácticas y políticas de atención primaria en salud durante toda la permanencia de los miembros de la población reclusa, las cuales además de la prestación de salud aseguren el desarrollo de un ambiente saludable para que de esa manera se contribuya a minimizar la actual incidencia negativa de las enfermedades que se presentan en los establecimientos carcelario y finalmente que estas prácticas y políticas aseguren el bienestar psicofísico y psicológico de los reclusos. Ajustar la idea. Este texto no es apropiado

Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC.

El actual sistema de seguridad social en salud  de la población reclusa no esta garantizando plenamente si no el derecho a la salud. Por tal motivo este proyecto de ley propone la creación de un sistema de seguridad social en salud propio de la población reclusa que será denominado Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC.

El objetivo del Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC además de garantizar plenamente el derecho a la salud de la población reclusa, será también el de permitir que dicha población goce de calidad de vida, implementando prácticas y políticas de atención en salud.

El Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC estará  cargo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, pero tal dirección estará  en coordinación con la Unidad de Servicios Penitenciarios carcelarios y los Ministerios de Hacienda y Crédito Público, Justicia y Derecho, Salud y Protección Social y Departamento Nacional de Planeación.

Las políticas que implemente el  Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC deberán integrarse a  la política nacional de salud, y la administración de la salud pública las cuales deben estar estrechamente vinculadas a los servicios de salud administrados en los establecimientos carcelarios y penitenciarios.
La financiación del Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC deberá ser garantizada con aquellos recursos  del Presupuesto General de la Nación con los cuales cuenta el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, con destino a la atención en salud de la población reclusa. 

Finalmente, para evitar que el Sistema Integral de Salud Penitenciaria SISPC fracase, estará en bajo constante inspección, vigilancia y control  de la Superintendencia Nacional de Salud, la Superintendencia Financiera, las Secretarías de Salud, las Contralorías Nacional y territoriales, la Procuraduría, la Defensoría del Pueblo, las Personerías, los tribunales de ética profesional, las asociaciones de ciudadanos o agrupaciones sociales o de profesionales y trabajadores del sector salud.
Centros De Servicio Medico 

La atención en salud en los establecimientos carcelarios y penitenciarios son una actividad primordial toda vez es que es obligación del estado garantizar el derecho a la salud de la población reclusa y también porque las características de este tipo de población así como la prevalencia de determinadas patologías hace que la salud tenga una gran importancia.

Es así, que este proyecto de ley procura que en cada establecimiento carcelario de este país, se encuentre  un Área de Sanidad que goce con todos los medios técnicos para desarrollar con eficacia y eficiencia la atención en salud de la población reclusa. De la misma manera, que al frente de cada uno de estos Área de Sanidad estén los profesiones médicos, enfermeros y auxiliares quienes serán los responsable de garantizar  la atención a la salud. El personal médico adicionalmente a la atención a la salud, promover la educación para la salud y realizara labores preventivas entre los reclusos. 

Para garantizar la atención médica especializada hospitalaria de la población reclusa, el presente proyecto de ley propone la creación de la Unidad Penitenciaria de Urgencias, que se encontrar en algunos de los  hospitales de la red hospitalaria del territorio nacional, la cual prestara el servicio de salud de segundo y tercer nivel. Y estas unidades médicas estarán adaptadas para la atención especializada de los reclusos y de la misma manera  garantizaran las medidas de se​guridad necesarias. Se sugiere: Garantizar los costos, el acompañamiento de la Guardia. Difícil.
Y finalmente, para los eestablecimientos de reclusión para mujeres existirán también los Área de Sanidad que adicionalmente tendrán una instalación especial para el tratamiento de internas embarazadas que acaben de dar a luz y las convalecientes. 
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